ACCION DE REPARACION DIRECTA – Ataque guerrillero / ATAQUE GUERRILLERO – Tuvo lugar los días 1 y 3 de noviembre de 1998 en contra de la Estación de Policía de Mitú, Departamento de Vaupés / LESIONES PERSONALES - Causadas a menores de edad por toma guerrillera / DAÑO ANTIJURIDICO – Lesiones personales de dos menores sufridas como consecuencia de incursión guerrillera en Mitú 

De conformidad con la demanda, los daños cuya reparación se pretende consistieron en las lesiones que presuntamente los menores Darwin Ancízar Pérez Benjumea y Dayana Fernanda Londoño Pérez sufrieron como consecuencia de la incursión guerrillera perpetrada en contra de la Estación de Policía de Mitú, departamento del Vaupés, entre el 1 y 3 de noviembre de 1998. En lo que corresponde al caso de Darwin Ancízar Pérez Benjumea, se allegó al proceso copia de su historia clínica en la cual se consignó que el día 2 de noviembre de 1998 ingresó al servicio de urgencias del Hospital Departamental de Villavicencio proveniente del municipio de Mitú y presentaba una herida por arma de fuego en su pierna derecha (…) Respecto a Dayana Fernanda Londoño Pérez, se tiene que también ingresó el día 2 de noviembre de 1998 al servicio de urgencias del Hospital Departamental de Villavicencio proveniente de Mitú, con una herida por arma de fuego en su tobillo derecho (…) para la Sala es claro la existencia de los daños por cuya indemnización reclaman los actores, razón por la cual es necesario establecer si le son imputables a la entidad demandada.
RECURSO DE APELACION - Competencia / COMPETENCIA CONSEJO DE ESTADO - Conoce de procesos con vocación de doble instancia / VOCACION DE DOBLE INSTANCIA EN ACCION EN ACCION DE REPARACION DIRECTA - Cuando pretensión mayor supera cuantía dispuesta para tal efecto 
La Sala es competente para conocer del proceso, en razón del recurso de apelación interpuesto por la parte actora en contra de la sentencia proferida por el Tribunal Administrativo del Meta el 27 de enero de 2005, en proceso con vocación de doble instancia ante esta Corporación, como quiera que la indemnización del daño fisiológico para cada uno de los menores Darwin Ancízar Pérez Benjumea y Dayana Fernanda Londoño Pérez se estimaron en $41’437.260, mientras que el monto exigido en el año 1999 para que un proceso adelantado en ejercicio de la acción de reparación directa tuviera vocación de doble instancia fue de $18’850.000 (Decreto 597 de 1988).
FUENTE FORMAL: DECRETO 597 DE 1998

ACCION DE REPARACION DIRECTA – Caducidad / TERMINO PARA INTERPONER ACCION DE REPARACION – Debe instaurarse dentro de los 2 años contados a partir del día siguiente al acaecimiento del hecho, omisión, operación administrativa u ocupación permanente o temporal de inmueble de propiedad ajena por causa de trabajos públicos / ACCION DE REPARACION DIRECTA – Interpuesta dentro del término.
Al tenor de lo previsto en el artículo 136 del Código Contencioso Administrativo, la acción de reparación directa debe instaurarse dentro de los dos años contados a partir del día siguiente al acaecimiento del hecho, omisión, operación administrativa u ocupación permanente o temporal de inmueble de propiedad ajena por causa de trabajos públicos. La responsabilidad administrativa que se reclama en la demanda se deriva de las lesiones que los menores Darwin Ancízar Pérez Benjumea y Dayana Fernanda Londoño Pérez sufrieron con ocasión del ataque guerrillero que tuvo lugar entre los días 1 y 3 de noviembre de 1998 en contra de la Estación de Policía de Mitú, departamento del Vaupés y, comoquiera que la demanda se presentó el día 12 de octubre de 1999, resulta evidente que se interpuso dentro del término previsto por la ley
FUENTE FORMAL: CODIGO CONTENCIOSO ADMINISTRATIVO – ARTICULO 136

RESPONSABILIDAD PATRIMONIAL DEL ESTADO - Por toma guerrillera contra la fuerza pública / RESPONSABILIDAD PATRIMONIAL DEL MINISTERIO DE DEFENSA NACIONAL POLICIA Y EJERCITO - Inexistente al no acreditarse omisión por las amenazas de un posible ataque guerrillero a la Estación de Policía de Mitú 
Según se desprende de las historias clínicas de Darwin Ancízar Pérez Benjumea y Dayana Fernanda Londoño Pérez, tales menores ingresaron el 2 de noviembre de 1998 al Hospital Universitario de Villavicencio remitidos de la ciudad de Mitú, ambos con heridas producidas por proyectiles de arma de fuego, circunstancia de la cual se puede inferir razonablemente que las mismas fueron producidas por el intercambio de disparos ocurrido entre la guerrilla que desde el día anterior hostigaba la capital del Vaupés y los policías que se encontraban en la población.

Ahora bien, con fundamento en el material probatorio allegado al proceso no es posible determinar que tanto la Policía como el Ejército hubieran tenido información de que iba a ocurrir un ataque guerrillero en contra de la Estación de Policía de Mitú, razón por la cual no es posible afirmar que la entidad demandada hubiere omitido tomar las medidas preventivas adecuadas para contrarrestar tal evento.

RESPONSABILIDAD PATRIMONIAL DEL ESTADO POR ATAQUE GUERRILLERO - No se configuró por no acreditarse actuación irregular de las fuerzas militares por el contrario se repelió el enfrentamiento
En ese sentido, ha de decirse que no existe prueba en el proceso que respalde el dicho de los demandantes en cuanto a que los Policías que se hallaban en la Estación de Mitú solicitaron el 29 de octubre de 1998, esto es dos días antes de que ocurriera el ataque, refuerzos que, según el libelo, nunca llegaron. De igual forma no hay manera de determinar que por razón de la presencia guerrillera en la zona, el Ejército debiera estar el día de los hechos en la mencionada población, razón por la cual no existe la posibilidad de imputar la responsabilidad del Estado a título de falla en el servicio, por cuanto del análisis del material probatorio que viene de hacerse, la Sala concluye que no es posible extraer algún elemento que permita tener por demostrada actuación irregular o anómala alguna por parte de la entidad demandada y, en cambio, sí que ésta se limitó a repeler el ataque subversivo.

RESPONSABILIDAD PATRIMONIAL DEL ESTADO POR CONFLICTO ARMADO INTERNO - Reiteración jurisprudencial / TITULO DE IMPUTACION - Daño especial / DAÑO ESPECIAL - Por toma guerrillera 
En el presente evento se tiene debidamente establecido que los daños por los cuales se reclama, se produjeron como consecuencia del ataque guerrillero en contra de la Estación de Policía del municipio de Mitú entre los días 1 y 3 de noviembre de 1998, hecho que se enmarca en el conflicto armado que ha venido soportando la Nación de tiempo atrás. La Sala considera que en este caso resulta aplicable la teoría del daño especial, habida cuenta que los daños ocurrieron dentro de la ya larga confrontación que el Estado ha venido sosteniendo con grupos subversivos, óptica bajo la cual no resulta constitucionalmente aceptable que el Estado deje abandonadas a las víctimas y, que explica que la imputación de responsabilidad no tenga que obedecer a la existencia de conducta alguna que configure falla en el servicio, sino que puede llegar a concretarse como una forma de materializar los postulados que precisamente justifican esa lucha contra la subversión y que representan y hacen visible y viviente la legitimidad del Estado. NOTA DE RELATORIA: En relación con la responsabilidad del Estado por daños causados a particulares con ocasión del conflicto armado interno, consultar sentencia de 19 de abril de 2012 Exp. 21515
HECHO DE UN TERCERO – Eximente de responsabilidad patrimonial del Estado / HECHO DE UN TERCERO - No se configuró / RESPONSABILIDAD PATRIMONIAL DEL ESTADO POR ATAQUE GUERRILLERO – Configurada por tener el deber de protección de las víctimas en aplicación de principios de justicia y equidad / DEBER DE PROTECCION A LA VICTIMA – Recae en el Estado en aplicación de los principios de justicia y equidad

En cuanto a la excepción propuesta por la parte demandada como eximente de responsabilidad, soportada en “el hecho de tercero”, ha de decir la Sala, como consecuencia de todo lo anteriormente expresado, que no aparece configurada en este caso por cuanto la declaratoria de responsabilidad que recae en la entidad demandada no parte de la determinación del causante del daño, -fuerzas estatales o miembros de los grupos alzados en armas-, sino que proviene del imperativo de protección de la víctima en aplicación de los principios de justicia y equidad. 

RESPONSABILIDAD PATRIMONIAL DEL MINISTERIO DE DEFENSA NACIONAL - Por daños causados en dos menores en medio del conflicto armado / RESPONSABILIDAD PATRIMONIAL DEL ESTADO POR CONFLICTO ARMADO - Se configuró con mayor connotación por tratarse niños frente a quienes el Estado debía proporcionar especial 
La Sala se asombra y no puede compartir en lo más mínimo la afirmación hecha por la Policía Nacional cuando, al contestar la demanda, aseguró que no se le podía imputar responsabilidad por los daños que padezcan personas que fijen “su domicilio o abra un negocio en una población de las características que expresa la demanda”. No puede esta Corporación en su condición de órgano de la Rama Judicial del poder público pasar por alto dicha afirmación y mucho menos darle cabida como aceptable pues, si lo hiciera, estaría negando el fundamento axiológico de justicia y equidad que contiene la Constitución Política y del cual se deriva el deber que tiene el Estado de acudir en respaldo de quienes han padecido los efectos del conflicto armado, situación que en el presente caso adquiere una mayor connotación en tanto las víctimas son dos niños que deben gozar de especial protección por expreso mandato constitucional, circunstancia que exige de las autoridades públicas y de la sociedad civil en general, acciones afirmativas que de verdad garanticen sus derechos. Conforme a lo dicho, la Sala procederá a revocar la sentencia de primera instancia para, en su lugar, acceder a las pretensiones de la demanda y, en consecuencia, declarar a la Nación – Ministerio de Defensa -, administrativamente responsable de los perjuicios causados a los actores por haber sido una estación de policía el objetivo militar de la incursión guerrillera que tuvo lugar entre los días 1 y 3 de noviembre de 1998 en el municipio de Mitú –Vaupés-.
PERJUICIOS MORALES – Indemnización / INDEMNIZACION DE PERJUICIOS MORALES POR LESIONES PERSONALES – A favor de niños víctimas de ataque guerrillero 
Ancízar Pérez Benjumea y Dayana Fernanda Londoño Pérez. Esta decisión encuentra fundamento en que resulta evidente la zozobra y angustia en que se vieron envueltos ambos niños, quienes para el día de los hechos tenían 3 y 7 años respectivamente, como consecuencia de los efectos de una guerra que les es ajena y porque además se vieron separados de sus familias, pues ellos no estuvieron a su lado en los momentos en los cuales fueron trasladados por miembros de la Cruz Roja al hospital de la ciudad de Villavicencio, tal y como se desprende de sus historias clínicas.Sin duda alguna la corta edad de Darwin Ancízar Pérez Benjumea y Dayana Fernanda Londoño Pérez para la época de los hechos, acrecentó en ellos un sentimiento de miedo y abandono ante las heridas por arma de fuego que cada uno de ellos recibió y por la separación de sus familias durante su traslado a Villavicencio, experiencia a partir de la cual es posible inferir de manera razonada, ha dejado secuelas de carácter emocional.

INDEMNIZACION DE PERJUICIOS MORALES – A favor de madres y hermanos de niños víctimas 
En efecto, probado como está el parentesco que cada uno de los demandantes dijo tener respecto de Darwin Ancízar Pérez Benjumea y Dayana Fernanda Londoño Pérez así como las circunstancias en que ambos resultaron heridos, esto es producto de un combate, y que fueron separados de sus familias para su traslado a la ciudad de Villavicencio para prestarles atención médica, es razonable inferir que mientras estuvieron apartados de ellos, tuvieron que padecer una zozobra considerable, habida cuenta que no tenían la posibilidad de conocer su estado de salud, sensación de angustia que en razón de la corta de edad de los infantes tuvo que ser mucho mayor, pues se vieron privados de la posibilidad de estar a su lado brindándoles compañía en una situación que de suyo, requería de su presencia en todo momento. Así las cosas, no hay duda para la Sala que las madres y hermanos de Darwin Ancízar Pérez Benjumea y Dayana Fernanda Londoño Pérez padecieron sufrimiento por las razones expuestas, por lo que es factible reconocer a Esther Adelfa Pérez Benjumea, Laidy Julieth Guevara Pérez, Luz Amanda Pérez Benjumea y Eliyineth Pérez Benjumea, para cada uno de ellos, el equivalente a 40 salarios mínimos mensuales legales vigentes por concepto de indemnización de perjuicios morales.

INDEMNIZACION DEL DAÑO A LA SALUD – Por perjuicios fisiológicos de niños / INDEMNIZACION DEL DAÑO A LA SALUD – Reiteración jurisprudencial 
Por indemnización de perjuicios fisiológicos a favor de Darwin Ancízar Pérez Benjumea y Dayana Fernanda Londoño Pérez, se solicitó el reconocimiento de dos mil gramos de oro. De conformidad con la reciente unificación jurisprudencial adoptada por la Sección Tercera de la Corporación, cuando el daño antijurídico radica en una afectación psicofísica de la persona, el daño a la salud surge como categoría autónoma y, por lo tanto, desplaza por completo denominaciones o tipos de perjuicios abiertos que han sido empleados en otras latitudes, pero que, al igual que en esta ocasión, han cedido paso al daño corporal como un avance jurídico que permite la reparación efectiva y objetiva del perjuicio proveniente de la lesión al derecho constitucional y fundamental a la salud. NOTA DE RELATORIA: En relación con el daño a la salud, originado en lesiones corporales, consultar sentencia de 14 de septiembre de 2011, Exp. Exp. 19031. MP. Dr. Enrique Gil Botero.
DAÑO A LA SALUD - Reconocimiento a víctimas por vulneración a la integridad física 
No cabe duda a la Sala que los menores Darwin Ancízar Pérez Benjumea y Dayana Fernanda Londoño Pérez vieron vulnerada su integridad física por los disparos de arma de fuego que les ocasionaron heridas en la pierna izquierda y tobillo derecho respectivamente, y que ello ocurrió en el marco de la confrontación armada que padece el país y que en esta ocasión les correspondió vivir en el municipio de Mitú. Ahora bien, de conformidad con el acervo probatorio no es posible establecer cuáles fueron las secuelas que los disparos de arma de fuego generaron en Darwin Ancízar Pérez Benjumea y Dayana Fernanda Londoño Pérez, sus historias clínicas sólo guardan relación con la atención médica brindada en el Hospital Departamental de Villavicencio.(…) En efecto, el sólo hecho de que Darwin Ancízar Pérez Benjumea haya permanecido hospitalizado por 12 días y Dayana Fernanda Londoño Pérez por 13 días, es indicativo que su salud, a causa de las heridas por arma de fuego, se encontraba afectada al punto que requería de atención médica permanente y de allí la necesidad de la hospitalización. Con fundamento en lo que viene de decirse, la Sala considera que debe reconocerse a cada uno de los mencionados menores, la cantidad de 10 salarios mínimos mensuales legales vigentes por concepto de indemnización del daño a la salud.
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Referencia: APELACION SENTENCIA - ACCION DE REPARACION DIRECTA

Decide la Sala el recurso de apelación interpuesto por la parte demandante en contra de la sentencia proferida el 27 de enero de 2005 por el Tribunal Administrativo del Meta, por medio de la cual se negaron las pretensiones de la demanda
.

I. ANTECEDENTES

1. La demanda.

La señora Esther Adelfa Pérez Benjumea, a nombre propio y en representación de sus hijos menores Laidy Julieth Guevara Pérez y Darwin Ancízar Pérez Benjumea, por conducto de apoderado judicial y en ejercicio de la acción de reparación directa enderezada contra la Nación – Ministerio de Defensa - Policía Nacional y Ejército Nacional -, solicitaron que se la declarara administrativamente responsable por los perjuicios que padecieron como consecuencia de las lesiones que Darwin Ancízar Pérez Benjumea sufrió, con ocasión del ataque guerrillero perpetrado en contra de la Estación de Policía del municipio de Mitú, departamento del Vaupés, entre los días 1 y 3 de noviembre de 1998.

Así mismo compareció la señora Luz Amanda Pérez Benjumea a nombre propio y en representación de sus hijos menores Dayana Fernanda Londoño Pérez y Eliyineth Pérez Benjumea, para que se declarara administrativamente responsable a la Nación – Ministerio de Defensa - Policía Nacional y Ejército Nacional -, por los perjuicios que padecieron como consecuencia de las lesiones que Dayana Fernanda Londoño Pérez sufrió, con ocasión del ataque guerrillero perpetrado en contra de la Estación de Policía del municipio de Mitú, departamento del Vaupés, entre los días 1 y 3 de noviembre de 1998.

Consecuencialmente solicitaron se condenara a la entidad demandada a pagar por concepto de indemnización de perjuicios morales, para cada uno de los demandantes, el equivalente en pesos a 1.000 gramos de oro
.

Por concepto de indemnización de perjuicios fisiológicos a favor de Darwin Ancízar Pérez Benjumea y Dayana Fernanda Londoño Pérez, el equivalente a 2.000 gramos de oro
.

Como fundamento fáctico de las pretensiones, se expuso en la demanda que entre los días 1 y 3 de noviembre de 1998 aproximadamente 1.200 miembros de la guerrilla de las FARC perpetraron un ataque en contra de la Estación de Policía del municipio de Mitú, departamento del Vaupés, que le causó heridas a los menores Dayana Fernanda Londoño Pérez y Darwin Ancízar Pérez Benjumea, así como la muerte de personal policial y población civil y el secuestro de varios agentes de policía.
Según la demanda, el ataque guerrillero ocurrido en el municipio de Mitú se produjo como consecuencia de la ausencia de personal militar y el escaso número de policías con los que contaba dicha población, a pesar de que, según se afirma, se trataba de una capital de departamento y de los múltiples requerimientos que se hicieron al Gobierno Nacional para que reforzara el pie de fuerza, pues había conocimiento de una eventual incursión armada por parte de la guerrilla.

De conformidad con el libelo, los policías acantonados en la Estación de Policía de Mitú tenían conocimiento de la presencia guerrillera y de su avance hacía dicho Municipio, por lo que el día 29 de octubre de 1998 solicitaron a la Dirección General de la institución, el envío de refuerzos para afrontar un eventual ataque, sin embargo, según se indica en la demanda, la ayuda nunca llegó.

En la demanda se dijo –por todo lo anterior- que debía declararse la responsabilidad del Estado con fundamento en una falla en el servicio, pues la entidad demandada no adoptó las medidas necesarias para contrarrestar el ataque guerrillero que sabía iba a ocurrir.

2. Trámite en primera instancia.

La demanda se presentó ante el Tribunal Administrativo del Meta el 12 de octubre de 1999
 y fue admitida mediante auto de 4 de noviembre de esa anualidad
, que se notificó en debida forma al Ministerio Público y a la entidad demandada
.

La Nación – Ejército Nacional - contestó la demanda y, para oponerse a sus pretensiones, afirmó, en síntesis, que los daños por los cuales se reclama indemnización fueron causados por la guerrilla de las FARC, configurándose así la causal eximente de responsabilidad denominada hecho de un tercero, razón por la cual se la debía exonerar de responsabilidad
.

La Nación – Policía Nacional – también se opuso a las pretensiones de la demanda, con fundamento en que no hubo falla en el servicio en cabeza de la institución en tanto los policiales que se encontraban en Mitú el día de los hechos, se dedicaron a defender la población civil y la estación de policía del lugar de la sorpresiva y desproporcionada acción de los guerrilleros
.

Afirmó la entidad que las lesiones padecidas por los menores Dayana Fernanda Londoño Pérez y Darwin Ancízar Pérez Benjumea en desarrollo del ataque guerrillero perpetrado en Mitú, fueron causadas por la acción de las FARC, circunstancia que se enmarca dentro del hecho de un tercero como causal eximente de responsabilidad.
De igual forma la entidad indicó lo que a continuación se transcribe:

“no es procedente responsabilizar a la Policía Nacional por el hecho de terceras personas ajenas a la Institución y en todo caso dentro de los riesgos propios como lo expresa el mismo señor apoderado de la actora, que asume de manera voluntaria y consciente una persona que fija su domicilio o abre un negocio en una población de las características que expresa la demanda”
.

Mediante auto de 29 de mayo de 2000, el Tribunal Administrativo del Meta abrió el proceso a pruebas y ordenó su práctica
. Concluido el período probatorio, mediante providencia del 27 de noviembre de 2003 se corrió traslado a las partes para alegar de conclusión y al Ministerio Público para que, si lo consideraba pertinente, rindiera concepto de fondo
, oportunidad procesal en la que la Nación – Ejército Nacional – aprovechó para manifestar que no había prueba acerca de una falla en el servicio en cabeza de la entidad y, que además, como quiera que las lesiones causadas a los menores fueron provocadas por la guerrilla, se debía declarar la configuración del hecho de tercero como causal eximente de responsabilidad
.

El Ministerio Público y la Nación – Policía Nacional - guardaron silencio durante esta etapa procesal.

3. La sentencia de primera instancia.
El Tribunal Administrativo del Meta, mediante sentencia de 27 de enero de 2005, negó las pretensiones de la demanda. 

Como fundamento de esa decisión, el a quo señaló que no hay prueba en relación a que las lesiones que padecieron los menores Darwin Ancízar Pérez Benjumea y Dayana Fernanda Londoño Pérez, hubiesen sido producto del ataque guerrillero perpetrado en contra de la Estación de Policía de Mitú el 1 de noviembre de 1998, pues, según lo afirmó el Tribunal de instancia, la historia clínica en donde se consignaron tales lesiones y la atención médica brindada, correspondía al Hospital Departamental de Villavicencio, cuya fecha de ingreso fue el 2 de noviembre de 1998
.

En todo caso, en gracia de discusión, el Tribunal de instancia afirmó que de aceptarse que las lesiones sufridas por los mencionados menores hubieran sido producto del ataque guerrillero que tuvo lugar en Mitú, no era posible atribuirlos a la entidad demandada, por cuanto se trató de un acto criminal indiscriminado que no estaba dirigido en contra de un elemento representativo del Estado.

Así mismo, señaló que el caso bajo estudio debía analizarse desde el régimen de responsabilidad del riesgo excepcional, toda vez que según lo establece la jurisprudencia del Consejo de Estado, cuando se trata de lesiones derivadas de la ejecución de “actividades peligrosas como lo es  el manejo de armas de fuego el título de imputación no es otro que el fundamentado en la actividad generadora del riesgo (riesgo excepcional)”
.

Consideró que no había lugar a declarar la responsabilidad de la entidad demandada con fundamento en el riesgo excepcional, por cuanto la fuerza público que se enfrentó a los guerrilleros en el municipio de Mitú, estaban cumpliendo con su deber y, además, porque el uso de armas de dotación oficial, por su misma naturaleza, implica una actividad peligrosa la cual puede afectar a personas ajenas a los hechos que originan su uso, pero sufren las consecuencias de la exposición a un riesgo excesivo.

Estas fueron las reflexiones del Tribunal de instancia: 

“no se encuentra demostrado que el Comandante de la Policía del Vaupés tuviera conocimiento de una posible toma guerrillera y como consecuencia de ello solicitara refuerzos tanto a la Policía Nacional como al Ejército, refuerzos que nunca llegaron, tal y como se afirma en los hechos de la demanda. Por el contrario, se demuestra que el departamento de Policía del Vaupés, era abastecido periódicamente de municiones para cumplir con su obligación de proteger a los habitantes de Mitú.

(…)

Teniendo en cuenta la manera como se desarrollaron los hechos, en el presente caso no se le puede atribuir responsabilidad alguna a las entidades demandadas, toda vez que el daño fue causado por un tercero, grupo al margen de la ley, que atacó indiscriminadamente la población de Mitú con fines delincuenciales y de desequilibrio social, la cual (sic) contaba dentro de las posibilidades reales del país, con el armamento y el personal estrictamente necesario”
.

4. El recurso de apelación. 

La parte demandante interpuso y sustentó en término recurso de apelación en contra de la providencia de primera instancia
.

Como sustento de su oposición, argumentó que no estaba de acuerdo con el razonamiento hecho por el Tribunal a quo en cuanto a que no había prueba acerca de que las lesiones padecidas por el menores Darwin Ancízar Pérez Benjumea y Dayana Fernanda Londoño Pérez, hubieran sido producto del ataque guerrillero perpetrado en contra de la Estación de Policía de Mitú en noviembre de 1998.

Según lo indica el recurso de apelación, de las historias clínicas de tales menores, documentos que obran en el proceso, se puede inferir que sus lesiones se produjeron en Mitú en desarrollo del ataque insurgente, como quiera que en ellas se consigna que llegaron al Hospital de Villavicencio procedentes de esa ciudad el 2 de noviembre de 1998, esto es el día siguiente al inicio del combate.

Adicionalmente, la parte actora señaló que a partir de un oficio expedido por el Comando de la Cuarta División del Ejército obrante el expediente, se puede determinar que el ataque guerrillero que ocurrió en noviembre de 1998 en Mitú sí estaba dirigido en contra de una entidad representativa del Estado, concretamente, la Estación de Policía.

Insistió la parte apelante en que el número de policías acantonados en la Estación de Mitú fue insuficiente para enfrentar el ataque guerrillero y, que, además, se trató de una acción militar de la que se tenía información que pudiera ocurrir, no obstante lo cual, la demandada no adoptó las medidas necesarias para evitar que se concretara dicha amenaza, como por ejemplo el incremento del pie de fuerza o el suministro de mejores armas.

Así mismo se refirió a la ausencia de personal militar en el municipio de Mitú el día en que se inició el ataque guerrillero y señaló esa circunstancia como un hecho adicional que facilitó el actuar de las FARC.

5. El trámite de segunda instancia.

El recurso presentado en los términos expuestos, fue admitido por auto de 30 de septiembre de 2005
. Posteriormente, se corrió traslado a las partes para alegar de conclusión y al Ministerio Público para que, si lo consideraba pertinente, rindiera concepto de fondo
, oportunidad en la que la parte actora reiteró lo expuesto a lo largo del proceso
.

Tanto la entidad demandada como el Ministerio Público guardaron silencio durante esta etapa procesal.

Agotado así el trámite del proceso y al no encontrar la Sala causal de nulidad alguna que pudiera invalidar lo actuado, se procede a resolver de fondo el presente asunto.

II. CONSIDERACIONES

1. Competencia.

La Sala es competente para conocer del proceso, en razón del recurso de apelación interpuesto por la parte actora en contra de la sentencia proferida por el Tribunal Administrativo del Meta el 27 de enero de 2005, en proceso con vocación de doble instancia ante esta Corporación, como quiera que la indemnización del daño fisiológico para cada uno de los menores Darwin Ancízar Pérez Benjumea y Dayana Fernanda Londoño Pérez se estimaron en $41’437.260
, mientras que el monto exigido en el año 1999 para que un proceso adelantado en ejercicio de la acción de reparación directa tuviera vocación de doble instancia fue de $18’850.000 (Decreto 597 de 1988).  

2. Ejercicio oportuno de la acción.

Al tenor de lo previsto en el artículo 136 del Código Contencioso Administrativo, la acción de reparación directa debe instaurarse dentro de los dos años contados a partir del día siguiente al acaecimiento del hecho, omisión, operación administrativa u ocupación permanente o temporal de inmueble de propiedad ajena por causa de trabajos públicos.

La responsabilidad administrativa que se reclama en la demanda se deriva de las lesiones que los menores Darwin Ancízar Pérez Benjumea y Dayana Fernanda Londoño Pérez sufrieron con ocasión del ataque guerrillero que tuvo lugar entre los días 1 y 3 de noviembre de 1998 en contra de la Estación de Policía de Mitú, departamento del Vaupés y, comoquiera que la demanda se presentó el día 12 de octubre de 1999, resulta evidente que se interpuso dentro del término previsto por la ley.

3. Las pruebas aportadas al expediente.

Obran en el expediente los siguientes elementos probatorios susceptibles de valoración:

En copia auténtica los siguientes documentos: 

-Registro Civil de nacimiento de Darwin Ancízar Pérez Benjumea, con el cual se establece que su madre es la señora Esther Adelfa  Pérez Benjumea
.

-Registro Civil de nacimiento de Laidy Julieth Guevara Pérez, con el cual se establece su parentesco de hermana con Darwin Ancízar Pérez Benjumea
.

-Registro Civil de nacimiento de Dayana Fernanda Londoño Pérez, con el cual se determina que la señora Luz Amanda Pérez Benjumea es su madre
.

-Registro Civil de nacimiento de Eliyineth Pérez Benjumea, con el cual se establece su parentesco de hermana con Dayana Fernanda Londoño Pérez
.

-Historias Clínicas de los menores Darwin Ancízar Pérez Benjumea y Dayana Fernanda Londoño Pérez, con las cuales se establece que el 2 de noviembre de 1998 miembros de la Cruz Roja los llevaron hasta el Hospital de Villavicencio provenientes de Mitú. Según tales documentos, el primero de los mencionados presentaba herida de arma de fuego en pierna izquierda, mientras que la segunda contaba con una herida de arma de fuego en su tobillo derecho
.

-Oficio No. I.P.T.M. 4 suscrito por el Inspector de Policía de Mitú, en el que se informa que entre los días 1 y 3 de noviembre de 1998, hubo un ataque guerrillero en ese Municipio
.

-Oficio No. 4147/CODIV4 –A16G-DIV-725 proferido por el Ejército Nacional, en el cual se consignó que las FARC fue el grupo guerrillero que perpetró el ataque en el municipio de Mitú entre los días 1 y 3 de noviembre de 1998
.

-Oficio No. 088 –DIV 4- CODIV 4- expedido por la Cuarta División del Ejército Nacional, por medio del cual se informó que hubo un ataque guerrillero en contra de la Estación de Policía de Mitú, entre los días 1 y 3 de noviembre de 1997.
4. Caso concreto.

4.1. El daño.

De conformidad con la demanda, los daños cuya reparación se pretende consistieron en las lesiones que presuntamente los menores Darwin Ancízar Pérez Benjumea y Dayana Fernanda Londoño Pérez sufrieron como consecuencia de la incursión guerrillera perpetrada en contra de la Estación de Policía de Mitú, departamento del Vaupés, entre el 1 y 3 de noviembre de 1998.

En lo que corresponde al caso de Darwin Ancízar Pérez Benjumea, se allegó al proceso copia de su historia clínica en la cual se consignó que el día 2 de noviembre de 1998 ingresó al servicio de urgencias del Hospital Departamental de Villavicencio proveniente del municipio de Mitú y presentaba una herida por arma de fuego en su pierna derecha. Así lo dice la historia clínica:  

“2 11 98 12:00  AM

Paciente de 3 años de edad. Hace 5 horas recibe herida por arma de fuego en 1/3 medio de pierna izquierda sin orifico de salida.

(…) 

2 11 98 16:00

Paciente de tres años procedente de Mitú sin acompañante, traído por personal de la Cruz Roja”
 (Negrilla por la Sala).
Respecto a Dayana Fernanda Londoño Pérez, se tiene que también ingresó el día 2 de noviembre de 1998 al servicio de urgencias del Hospital Departamental de Villavicencio proveniente de Mitú, con una herida por arma de fuego en su tobillo derecho. Así se recoge el hecho en su historia clínica: 

“XI -02-98 NOTA INGRESO

Paciente femenino 7 años remitido de Mitú con DX: 

1) Herida en tobillo por arma de fuego.

2) Fractura abierta tobillo.

Paciente con cuadro de 21 horas consistente en herida por arma de fuego a nivel de tobillo derecho. Sangrado moderado”
 (Negrilla por la Sala).
“Llegada del paciente: 

Acompañante: Por la Cruz Roja de Villavicencio”
.

Visto lo anterior, para la Sala es claro la existencia de los daños por cuya indemnización reclaman los actores, razón por la cual es necesario establecer si le son imputables a la entidad demandada.

4.2. La imputabilidad de la responsabilidad.

No hay duda en cuanto a que los daños por los cuales se reclama indemnización fueron producto del ataque guerrillero perpetrado en contra de la Estación de Policía de Mitú entre los días 1 y 3 de noviembre de 1998.

En efecto, a esa conclusión se llega con fundamento en el contenido de los oficios número I.P.T.M 4, suscrito por el Inspector de Policía de Mitú; 088 –DIV 4 – CODIV4 y 4147/CODIV4 –A16G-DIV-725, emitidos por el Ejército Nacional y allegados al proceso, los cuales son contestes en señalar que entre los días 1 y 3 de noviembre de 1998, ocurrió un ataque guerrillero en contra de la Estación de Policía del municipio de Mitú, departamento del Vaupés.

Según se desprende de las historias clínicas de Darwin Ancízar Pérez Benjumea y Dayana Fernanda Londoño Pérez, tales menores ingresaron el 2 de noviembre de 1998 al Hospital Universitario de Villavicencio remitidos de la ciudad de Mitú, ambos con heridas producidas por proyectiles de arma de fuego, circunstancia de la cual se puede inferir razonablemente que las mismas fueron producidas por el intercambio de disparos ocurrido entre la guerrilla que desde el día anterior hostigaba la capital del Vaupés y los policías que se encontraban en la población.

Ahora bien, con fundamento en el material probatorio allegado al proceso no es posible determinar que tanto la Policía como el Ejército hubieran tenido información de que iba a ocurrir un ataque guerrillero en contra de la Estación de Policía de Mitú, razón por la cual no es posible afirmar que la entidad demandada hubiere omitido tomar las medidas preventivas adecuadas para contrarrestar tal evento.
En ese sentido, ha de decirse que no existe prueba en el proceso que respalde el dicho de los demandantes en cuanto a que los Policías que se hallaban en la Estación de Mitú solicitaron el 29 de octubre de 1998, esto es dos días antes de que ocurriera el ataque, refuerzos que, según el libelo, nunca llegaron. De igual forma no hay manera de determinar que por razón de la presencia guerrillera en la zona, el Ejército debiera estar el día de los hechos en la mencionada población, razón por la cual no existe la posibilidad de imputar la responsabilidad del Estado a título de falla en el servicio, por cuanto del análisis del material probatorio que viene de hacerse, la Sala concluye que no es posible extraer algún elemento que permita tener por demostrada actuación irregular o anómala alguna por parte de la entidad demandada y, en cambio, sí que ésta se limitó a repeler el ataque subversivo.

4.3. Responsabilidad del Estado con ocasión de daños sufridos por los particulares con ocasión del conflicto armado interno. Reiteración de jurisprudencia
.

Según viene de verse, en el presente evento se tiene debidamente establecido que los daños por los cuales se reclama, se  produjeron como consecuencia del ataque guerrillero en contra de la Estación de Policía del municipio de Mitú entre los días 1 y 3 de noviembre de 1998, hecho que se enmarca en el conflicto armado que ha venido soportando la Nación de tiempo atrás.

La Sala considera que en este caso resulta aplicable la teoría del daño especial, habida cuenta que los daños ocurrieron dentro de la ya larga confrontación que el Estado ha venido sosteniendo con grupos subversivos, óptica bajo la cual no resulta constitucionalmente aceptable que el Estado deje abandonadas a las víctimas y, que explica que la imputación de responsabilidad no tenga que obedecer a la existencia de conducta alguna que configure falla en el servicio, sino que puede llegar a concretarse como una forma de materializar los postulados que precisamente justifican esa lucha contra la subversión y que representan y hacen visible y viviente la legitimidad del Estado.

En cuanto a la excepción propuesta por la parte demandada como eximente de responsabilidad, soportada en “el hecho de tercero”, ha de decir la Sala, como consecuencia de todo lo anteriormente expresado, que no aparece configurada en este caso por cuanto la declaratoria de responsabilidad que recae en la entidad demandada no parte de la determinación del causante del daño, -fuerzas estatales o miembros de los grupos alzados en armas-, sino que proviene del imperativo de protección de la víctima en aplicación de los principios de justicia y equidad
. 

Por todo lo dicho hasta aquí es que la Sala se asombra y no puede compartir en lo más mínimo la afirmación hecha por la Policía Nacional cuando, al contestar la demanda, aseguró que no se le podía imputar responsabilidad por los daños que padezcan personas que fijen “su domicilio o abra un negocio en una población de las características que expresa la demanda”
.
No puede esta Corporación en su condición de órgano de la Rama Judicial del poder público pasar por alto dicha afirmación y mucho menos darle cabida como aceptable pues, si lo hiciera, estaría negando el fundamento axiológico de justicia y equidad que contiene la Constitución Política y del cual se deriva el deber que tiene el Estado de acudir en respaldo de quienes han padecido los efectos del conflicto armado, situación que en el presente caso adquiere una mayor connotación en tanto las víctimas son dos niños que deben gozar de especial protección por expreso mandato constitucional, circunstancia que exige de las autoridades públicas y de la sociedad civil en general, acciones afirmativas que de verdad garanticen sus derechos. 

Conforme a lo dicho, la Sala procederá a revocar la sentencia de primera instancia para, en su lugar, acceder a las pretensiones de la demanda y, en consecuencia, declarar a la Nación – Ministerio de Defensa -, administrativamente responsable de los perjuicios causados a los actores por haber sido una estación de policía el objetivo militar de la incursión guerrillera que tuvo lugar entre los días 1 y 3 de noviembre de 1998 en el municipio de Mitú –Vaupés-.

5. Indemnización de perjuicios morales.

5.1. Para Darwin Ancízar Pérez Benjumea y Dayana Fernanda Londoño Pérez (lesionados).
La Sala reconocerá 80 salarios mínimos mensuales legales vigentes por concepto de indemnización del perjuicio moral para los menores Darwin Ancízar Pérez Benjumea y Dayana Fernanda Londoño Pérez. Esta decisión encuentra fundamento en que resulta evidente la zozobra y angustia en que se vieron envueltos ambos niños, quienes para el día de los hechos tenían 3 y 7 años respectivamente, como consecuencia de los efectos de una guerra que les es ajena y porque además se vieron separados de sus familias, pues ellos no estuvieron a su lado en los momentos en los cuales fueron trasladados por miembros de la Cruz Roja al hospital de la ciudad de Villavicencio, tal y como se desprende de sus historias clínicas.

Sin duda alguna la corta edad de Darwin Ancízar Pérez Benjumea y Dayana Fernanda Londoño Pérez para la época de los hechos, acrecentó en ellos un sentimiento de miedo y abandono ante las heridas por arma de fuego que cada uno de ellos recibió y por la separación de sus familias durante su traslado a Villavicencio, experiencia a partir de la cual es posible inferir de manera razonada, ha dejado secuelas de carácter emocional.

5.2. Para los demás demandantes.

Comparecieron al proceso para solicitar indemnización de perjuicios morales, la señora Esther Adelfa Pérez Benjumea –madre- y Laidy Julieth Guevara Pérez –hermana- de Darwin Ancízar Pérez Benjumea por la lesiones que éste sufrió en desarrollo del ataque guerrillero del que se viene hablando
.

Así mismo lo hicieron la señora Luz Amanda Pérez Benjumea –madre- y Eliyineth Pérez Benjumea –hermana- de Dayana Fernanda Londoño Pérez por las lesiones que ésta sufrió como consecuencia de dicho ataque guerrillero
.
En efecto, probado como está el parentesco que cada uno de los demandantes dijo tener respecto de Darwin Ancízar Pérez Benjumea y Dayana Fernanda Londoño Pérez así como las circunstancias en que ambos resultaron heridos, esto es producto de un combate, y que fueron separados de sus familias para su traslado a la ciudad de Villavicencio para prestarles atención médica, es razonable inferir que mientras estuvieron apartados de ellos, tuvieron que padecer una zozobra considerable, habida cuenta que no tenían la posibilidad de conocer su estado de salud, sensación de angustia que en razón de la corta de edad de los infantes tuvo que ser mucho mayor, pues se vieron privados de la posibilidad de estar a su lado brindándoles compañía en una situación que de suyo, requería de su presencia en todo momento.

Así las cosas, no hay duda para la Sala que las madres y hermanos de Darwin Ancízar Pérez Benjumea y Dayana Fernanda Londoño Pérez padecieron sufrimiento por las razones expuestas, por lo que es factible reconocer a Esther Adelfa Pérez Benjumea, Laidy Julieth Guevara Pérez, Luz Amanda Pérez Benjumea y Eliyineth Pérez Benjumea, para cada uno de ellos, el equivalente a 40 salarios mínimos mensuales legales vigentes por concepto de indemnización de perjuicios morales.
5.3. Indemnización del daño a la salud para Darwin Ancízar Pérez Benjumea y Dayana Fernanda Londoño Pérez.
Por indemnización de perjuicios fisiológicos a favor de Darwin Ancízar Pérez Benjumea y Dayana Fernanda Londoño Pérez, se solicitó el reconocimiento de dos mil gramos de oro. 

De conformidad con la reciente unificación jurisprudencial adoptada por la Sección Tercera de la Corporación, cuando el daño antijurídico radica en una afectación psicofísica de la persona, el daño a la salud surge como categoría autónoma y, por lo tanto, desplaza por completo denominaciones o tipos de perjuicios abiertos que han sido empleados en otras latitudes, pero que, al igual que en esta ocasión, han cedido paso al daño corporal como un avance jurídico que permite la reparación efectiva y objetiva del perjuicio proveniente de la lesión al derecho constitucional y fundamental a la salud. Sobre el particular, razonó la  Sección así
:

“Por lo tanto, cuando el daño tenga origen en una lesión corporal (daño corporal), sólo se podrán reclamar y eventualmente reconocer los siguientes tipos de perjuicios –siempre que estén acreditados en el proceso –: 

“i) los materiales de daño emergente y lucro cesante; 

“ii) y los inmateriales, correspondientes al moral y a la salud o fisiológico, el primero tendiente a compensar la aflicción o padecimiento desencadenado por el daño, mientras que el último encaminado a resarcir la pérdida o alteración anatómica o funcional del derecho a la salud y a la integridad corporal
. 

“Desde esa perspectiva, se insiste, el daño a la salud comprende toda la órbita psicofísica del sujeto. En consecuencia, la tipología del perjuicio inmaterial se puede sistematizar de la siguiente manera: i) perjuicio moral; ii) daño a la salud (perjuicio fisiológico o biológico); iii) cualquier otro bien, derecho o interés legítimo constitucional, jurídicamente tutelado que no esté comprendido dentro del concepto de “daño corporal o afectación a la integridad psicofísica” y que merezca una valoración e indemnización a través de las tipologías tradicionales como el daño a la vida de relación o la alteración grave a las condiciones de existencia o mediante el reconocimiento individual o autónomo del daño (v.gr. el derecho al buen nombre, al honor o a la honra; el derecho a tener una familia, entre otros), siempre que esté acreditada en el proceso su concreción y sea preciso su resarcimiento, de conformidad con los lineamientos que fije en su momento esta Corporación. 

“Es decir, cuando el daño antijurídico radica en una afectación psicofísica de la persona, el daño a la salud surge como categoría autónoma y, por lo tanto, desplaza por completo denominaciones o tipos de perjuicios abiertos que han sido empleados en otras latitudes, pero que, al igual que en esta ocasión, han cedido paso al daño corporal como un avance jurídico que permite la reparación efectiva y objetiva del perjuicio proveniente de la lesión al derecho constitucional y fundamental a la salud... 

“…Así las cosas, el daño a la salud posibilita su reparación considerado en sí mismo, sin concentrarse de manera exclusiva y principal en las manifestaciones externas, relacionales o sociales que desencadene, circunstancia por la cual este daño, se itera, gana concreción y objetividad en donde las categorías abiertas la pierden y, por lo tanto, permite garantizar los principios constitucionales de dignidad humana y de igualdad material”.
No cabe duda a la Sala que los menores Darwin Ancízar Pérez Benjumea y Dayana Fernanda Londoño Pérez vieron vulnerada su integridad física por los disparos de arma de fuego que les ocasionaron heridas en la pierna izquierda y tobillo derecho respectivamente
, y que ello ocurrió en el marco de la confrontación armada que padece el país y que en esta ocasión les correspondió vivir en el municipio de Mitú.

Ahora bien, de conformidad con el acervo probatorio no es posible establecer cuáles fueron las secuelas que los disparos de arma de fuego generaron en Darwin Ancízar Pérez Benjumea y Dayana Fernanda Londoño Pérez, sus historias clínicas sólo guardan relación con la atención médica brindada en el Hospital Departamental de Villavicencio.

No obstante lo anterior, lo cierto es que la historia clínica del menor Darwin Ancízar Pérez Benjumea, señala que como consecuencia del disparo sufrió una fractura en su tibia izquierda y tuvo que ser sometido a una cirugía bajo anestesia general para extraer el proyectil. Su estancia hospitalaria se prolongó entre el 2 y 13 de noviembre de 1998.
En cuanto a Dayana Fernanda Londoño Pérez, se tiene que su historia clínica indica que sufrió una fractura abierta en su tobillo derecho con sangrado moderado quien también fue operada y estuvo hospitalizada entre el 2 y 14 de noviembre de 1998.

De lo que viene de indicarse, la Sala no tiene elementos de juicio que le permitan proyectar sobre los citados menores, cuáles son las repercusiones que tales heridas hayan causado en ellos, sin embargo, el hecho de que no se pueda determinar tal aspecto, no significa que no haya ocurrido una afectación en la salud de Darwin Ancízar Pérez Benjumea y Dayana Fernanda Londoño Pérez. 

En efecto, el sólo hecho de que Darwin Ancízar Pérez Benjumea haya permanecido hospitalizado por 12 días y Dayana Fernanda Londoño Pérez por 13 días, es indicativo que su salud, a causa de las heridas por arma de fuego, se encontraba afectada al punto que requería de atención médica permanente y de allí la necesidad de la hospitalización.

Con fundamento en lo que viene de decirse, la Sala considera que debe reconocerse a cada uno de los mencionados menores, la cantidad de 10 salarios mínimos mensuales legales vigentes por concepto de indemnización del daño a la salud.

6. Condena en costas.

Comoquiera que para el momento en que se profiere este fallo, el artículo 55 de la Ley 446 de 1998 indica que sólo hay lugar a la imposición de costas cuando alguna de las partes haya actuado temerariamente y, debido a que ninguna procedió de esa forma en el sub lite, no habrá lugar a su imposición.  

En mérito de lo expuesto, el Consejo de Estado, en Sala de lo Contencioso Administrativo, Sección Tercera, Subsección A, administrando Justicia en nombre de la República y por autoridad de la ley,

FALLA:

REVOCAR, de conformidad con lo expuesto en la parte considerativa de la presente providencia, la sentencia de 27 de enero de 2005 proferida por el Tribunal Administrativo del Meta y, en su lugar, se dispone lo siguiente: 

PRIMERO: DECLARAR administrativamente responsable a la Nación - Ministerio de Defensa-, por los perjuicios causados como consecuencia de las heridas por arma de fuego que Darwin Ancízar Pérez Benjumea y Dayana Fernanda Londoño Pérez sufrieron en desarrollo del ataque guerrillero perpetrado en contra de la Estación de Policía de Mitú, departamento del Vaupés, entre los días 1 y 3 de noviembre de 1998.

SEGUNDO: CONDENAR a la Nación – Ministerio de Defensa –, a pagar indemnización por concepto de perjuicios morales las siguientes sumas de dinero:

-Ochenta (80) salarios mínimos mensuales legales vigentes al momento de la ejecutoria del presente fallo, para cada una de las siguientes personas: 

Darwin Ancízar Pérez Benjumea y Dayana Fernanda Londoño Pérez (lesionados).
-Cuarenta (40) salarios mínimos mensuales legales vigentes al momento de la ejecutoria del presente fallo, para cada una de las siguientes personas: 

Esther Adelfa Pérez Benjumea, Laidy Julieth Guevara Pérez, Luz Amanda Pérez Benjumea y Eliyineth Pérez Benjumea.
TERCERO: CONDENAR a la Nación – Ministerio de Defensa -, a pagar  indemnización por daño a la salud las siguientes sumas de dinero: 

-Diez (10) salarios mínimos mensuales legales vigentes al momento de la ejecutoria del presente fallo, para cada una de las siguientes personas: 

Darwin Ancízar Pérez Benjumea y Dayana Fernanda Londoño Pérez (lesionados).
CUARTO: NEGAR las demás pretensiones de la demanda.
QUINTO: Las condenas se cumplirán en los términos de los artículos 176 a 178 del Código Contencioso Administrativo.
SEXTO: Para el cumplimiento de esta sentencia, expídanse copias con destino a las partes, con las precisiones del artículo 115 del Código de Procedimiento Civil y con observancia de lo preceptuado en el artículo 37 del Decreto 359 de 22 de febrero de 1995. Las copias destinadas a la parte actora serán entregadas al apoderado judicial que ha venido actuando.
SEPTIMO: SIN condena en costas.
Ejecutoriada la presente providencia, por Secretaría DEVOLVER el expediente al tribunal de origen.
COPIESE, NOTIFIQUESE y CUMPLASE

HERNAN ANDRADE RINCON       CARLOS ALBERTO ZAMBRANO BARRERA

RESPONSABILIDAD PATRIMONIAL DEL ESTADO - No se configura por daños ocasionados por terceros
Para el suscrito es claro que la responsabilidad de la administración con fundamento en un régimen de daño especial se genera cuando el Estado, a través de sus servidores, realiza una actividad legítima con la cual ocasiona un daño a miembros de la sociedad, rompiendo así el equilibrio de las cargas públicas, situación que no tiene porque ser soportada por los administrados. Se observa, entonces, que debe existir un rompimiento en la igualdad de las cargas que los administrados deben sobrellevar y una clara relación de causalidad entre la actividad legítima desplegada por la administración y el daño que ha sufrido el perjudicado; por ende, no le son imputables al Estado las conductas que hayan sido desarrolladas por terceros.

RESPONSABILIDAD PATRIMONIAL DEL ESTADO POR ATAQUE GUERRILLERO – Su declaratoria en la sentencia resulta equivocada, ya que la Policía y el Ejército Nacional no incumplieron la obligación de diligencia, vigilancia y cuidado a su cargo / ATAQUE GUERRILLERO – Fue totalmente inesperado e impredecible para los miembros de la fuerza pública 

Resulta evidente que, según las pruebas que obran en el expediente, la actuación desplegada por los miembros de la Policía y el Ejército Nacional se desarrolló en concordancia con los deberes constitucionales y legales que le han sido impuestos a dichas instituciones y, por tanto, Resulta equivocada la imputación de responsabilidad que se les hace, ya que no incumplieron la obligación de diligencia, vigilancia y cuidado que está a su cargo, pues el ataque contra la estación de policía del municipio de Mitú fue totalmente inesperado e impredecible para los miembros de la fuerza pública. 

DAÑO ESPECIAL – No se configuró al no existir nexo de causalidad entre la acción u omisión de las entidades demandadas y perjuicios que debieron soportar las víctimas / PRESERVACION DEL ORDEN PUBLICO EN ENFRENTAMIENTO ARMADO – Fue garantizado por la Policía y el Ejército Nacional 

Considero, pues, que las acciones ejecutadas por las demandadas no ocasionaron los daños por los cuales se demandó, ni tienen una relación directa con los mismos, es decir, no existe un nexo de causalidad entre una acción u omisión de las entidades demandadas y los perjuicios que debió soportar la actora en el caso concreto. Condenar a la Policía y al Ejército Nacional por el hecho de participar en el enfrentamiento armado, al intentar conservar y preservar la seguridad pública, sin ser éstos los causantes directos de los perjuicios, conlleva a una indeterminación en el actuar de estas entidades y a una absurda paradoja, ya que, si no hacen frente a las instigaciones armadas, omiten el cumplimiento de sus funciones, pero si las cumplen resulta responsables de los perjuicios que sean ocasionados, por la única razón de que actuaron en cumplimiento de su deber.

RESPONSABILIDAD PATRIMONIAL DEL ESTADO CUANDO UN DAÑO ES IMPUTABLE A UN TERCERO – Debió declararse inexistente dado que las lesiones personales fueron producto del ataque guerrillero, no del legítimo actuar de la Policía y Ejército 

Resulta distinta la situación en donde se le imputa responsabilidad al Estado cuando ejecuta operaciones que buscan cumplir los deberes y obligaciones constitucionales y legales que se le han encomendado y con esta específica conducta causa un perjuicio a un ciudadano, el cual sobrepasa las cargas que toda persona debe soportar por el hecho de vivir en comunidad. La diferencia entre uno y otro caso es, más que grande, evidente: en el primero, la administración no causa el daño con su obrar, al paso que en el segundo sí lo hace. Ante esto, cabe recordar y poner de presente que, conforme al artículo 90 de la Constitución, el Estado responde “por los daños antijurídicos que le sean imputables, causados por la acción u omisión de las autoridades públicas”, no por los daños que sean imputables a terceros, como los ocurridos en este caso y que, como quedó visto, fueron producto del ataque guerrillero, no del legítimo actuar de la Policía y del Ejército Nacional.

FUENTE FORMAL: CONSTITUCION POLITICA - ARTICULO 90 

RESPONSABILIDAD PATRIMONIAL DEL ESTADO – Debe declararse si se demuestra el nexo de causalidad existente entre la acción u omisión estatal y el daño sufrido / PERJUICIOS OCASIONADOS POR HECHOS DE UN TERCERO – No son fuente de responsabilidad estatal

Los daños que deben ser indemnizados por el Estado deben provenir de situaciones en donde se encuentre plenamente probado el nexo de causalidad existente entre su propia acción u omisión en respuesta a una situación concreta y el daño que con dicha conducta se generó al administrado; así y en todo caso, los perjuicios originados por hechos de un tercero no tienen porque ser asumidos por el Estado y, por tanto, no pueden ser fuente de responsabilidad estatal. (…) Finalmente, debo resaltar que la posición aquí adoptada no conlleva un olvido de las víctimas que han sido afectadas por ataques de estos grupos subversivos. Lo que quiero destacar es que el Estado debe ser condenado  patrimonialmente solo en aquellos asuntos en los cuales se demuestre el nexo de causalidad existente entre la acción u omisión estatal y el daño sufrido; en los demás casos, deberán actuar los mecanismos que han sido creados legislativamente con el propósito de proveer asistencia a las personas que han sido afectadas con estos hechos.

RESPONSABILIDAD PATRIMONIAL DEL ESTADO – Se le atribuye al Estado por los daños ocasionados a particulares por la acción de grupos guerrilleros dentro del territorio nacional / RESPONSABILIDAD PATRIMONIAL DEL ESTADO – Se acoge la decisión por tratarse de daños ocasionados por acción de grupos guerrilleros 
En este sentido aclaro mi voto señalando que aunque no comparto la decisión adoptada, toda vez que, a mi juicio, el criterio que expuse a lo largo de este documento guarda una mayor relación con los deberes y obligaciones que constitucional y legalmente se han establecido en cabeza del Estado, respecto de la responsabilidad que le puede ser atribuida por los daños ocasionados a particulares por la acción de grupos guerrilleros dentro del territorio nacional, acojo las razones que sustentaron esta providencia, comoquiera que éstas reflejan la posición que la mayoría de los miembros de la Sección Tercera de esta Corporación tiene sobre el tema que aquí se estudia.

ACLARACION DE VOTO DEL DOCTOR CARLOS ALBERTO ZAMBRANO BARRERA

Con el acostumbrado respeto por las decisiones de la Sala, me permito aclarar mi voto, como indico a continuación, en relación con la sentencia del 26 de febrero de esta anualidad, proferida por la Sala de la Subsección A de la Sección Tercera de esta Corporación.

 La providencia mencionada declara responsable y condena a la Nación – Ministerio de Defensa a indemnizar a los actores por las lesiones que sufrieron los menores Darwin Ancízar Pérez Benjumea y Dayana Fernanda Londoño, con ocasión al ataque guerrillero dirigido en contra de la estación de la Policía Nacional ubicada en el municipio de Mitú (Vaupés), entre el 1 y 3 de noviembre de 1998.

En este fallo, la Sala consideró que no era posible imputar la responsabilidad del Estado por una falla en la prestación del servicio de la demandada; sin embargo, esta situación, según se afirma en la sentencia, no la exime de  responsabilidad, toda vez que, al estudiar el caso desde el enfoque de las víctimas, se puede vislumbrar que se comprometió la responsabilidad del Estado, a título de daño especial.

Pues bien, para el suscrito es claro que la responsabilidad de la administración con fundamento en un régimen de daño especial se genera cuando el Estado, a través de sus servidores, realiza una actividad legítima con la cual ocasiona un daño a miembros de la sociedad, rompiendo así el equilibrio de las cargas públicas, situación que no tiene porque ser soportada por los administrados.

Se observa, entonces, que debe existir un rompimiento en la igualdad de las cargas que los administrados deben sobrellevar y una clara relación de causalidad entre la actividad legítima desplegada por la administración y el daño que ha sufrido el perjudicado; por ende, no le son imputables al Estado las conductas que hayan sido desarrolladas por terceros.

En el asunto sub examine, se encuentra acreditado “… que los daños por los cuales se reclama fueron producto del ataque guerrillero perpetrado en contra de la Estación de Policía de Mitú entre los días 1 y 3 de noviembre de 1998”.

Ahora, resulta evidente que, según las pruebas que obran en el expediente, la actuación desplegada por los miembros de la Policía y el Ejército Nacional se desarrolló en concordancia con los deberes constitucionales y legales que le han sido impuestos a dichas instituciones y, por tanto, resulta equivocada la imputación de responsabilidad que se les hace, ya que no incumplieron la obligación de diligencia, vigilancia y cuidado que está a su cargo, pues el ataque contra la estación de policía del municipio de Mitú fue totalmente inesperado e impredecible para los miembros de la fuerza pública. 

Considero, pues, que las acciones ejecutadas por las demandadas no ocasionaron los daños por los cuales se demandó, ni tienen una relación directa con los mismos, es decir, no existe un nexo de causalidad entre una acción u omisión de las entidades demandadas y los perjuicios que debió soportar la actora en el caso concreto.

Condenar a la Policía y al Ejército Nacional por el hecho de participar en el enfrentamiento armado, al intentar conservar y preservar la seguridad pública, sin ser éstos los causantes directos de los perjuicios, conlleva a una indeterminación en el actuar de estas entidades y a una absurda paradoja, ya que, si no hacen frente a las instigaciones armadas, omiten el cumplimiento de sus funciones, pero si las cumplen resulta responsables de los perjuicios que sean ocasionados, por la única razón de que actuaron en cumplimiento de su deber.

Resulta distinta la situación en donde se le imputa responsabilidad al Estado cuando ejecuta operaciones que buscan cumplir los deberes y obligaciones constitucionales y legales que se le han encomendado y con esta específica conducta causa un perjuicio a un ciudadano, el cual sobrepasa las cargas que toda persona debe soportar por el hecho de vivir en comunidad.

La diferencia entre uno y otro caso es, más que grande, evidente: en el primero, la administración no causa el daño con su obrar, al paso que en el segundo sí lo hace. Ante esto, cabe recordar y poner de presente que, conforme al artículo 90 de la Constitución, el Estado responde “por los daños antijurídicos que le sean imputables, causados por la acción u omisión de las autoridades públicas”, no por los daños que sean imputables a terceros, como los ocurridos en este caso y que, como quedó visto, fueron producto del ataque guerrillero, no del legítimo actuar de la Policía y del Ejército Nacional.

Por ende, los daños que deben ser indemnizados por el Estado deben provenir de situaciones en donde se encuentre plenamente probado el nexo de causalidad existente entre su propia acción u omisión en respuesta a una situación concreta y el daño que con dicha conducta se generó al administrado; así y en todo caso, los perjuicios originados por hechos de un tercero no tienen porque ser asumidos por el Estado y, por tanto, no pueden ser fuente de responsabilidad estatal.

Finalmente, debo resaltar que la posición aquí adoptada no conlleva un olvido de las víctimas que han sido afectadas por ataques de estos grupos subversivos. Lo que quiero destacar es que el Estado debe ser condenado  patrimonialmente solo en aquellos asuntos en los cuales se demuestre el nexo de causalidad existente entre la acción u omisión estatal y el daño sufrido; en los demás casos, deberán actuar los mecanismos que han sido creados legislativamente con el propósito de proveer asistencia a las personas que han sido afectadas con estos hechos.

En este sentido aclaro mi voto señalando que aunque no comparto la decisión adoptada, toda vez que, a mi juicio, el criterio que expuse a lo largo de este documento guarda una mayor relación con los deberes y obligaciones que constitucional y legalmente se han establecido en cabeza del Estado,  respecto de la responsabilidad que le puede ser atribuida por los daños ocasionados a particulares por la acción de grupos guerrilleros dentro del territorio nacional, acojo las razones que sustentaron esta providencia, comoquiera que éstas reflejan la posición que la mayoría de los miembros de la Sección Tercera de esta Corporación tiene sobre el tema que aquí se estudia.

CARLOS ALBERTO ZAMBRANO BARRERA

Consejero de Estado

� Folios 204-225, cuaderno Consejo de Estado.


� Folio 8, cuaderno principal.


� Folio 9, cuaderno principal.


� Folio 19, cuaderno principal. 


� Folio 52-53, cuaderno principal.


� Folios 53, 54 y 55 cuaderno principal.


� Folios 57-60, cuaderno principal.


� Folios 65-68, cuaderno principal.


� Folio 65, cuaderno principal.


� Folios 70-73, cuaderno principal.


� Folio 183, cuaderno principal.


� Folios 188-199, cuaderno principal.


� Folio 220, cuaderno Consejo de Estado.


� Folio 216, cuaderno principal.


� Folios 222-223, cuaderno Consejo de Estado.


� Folios 226 y 235-240, cuaderno Consejo de Estado.


� Folio 248, cuaderno Consejo de Estado.


� Auto de 24 de noviembre de 2005.  Folio 250, cuaderno Consejo de Estado.


� Folios 251-255, cuaderno Consejo de Estado.


� La indemnización del daño fisiológico se estimó en 2.000 gramos oro que para la fecha de interposición de la demanda, esto es el día 12 de octubre de 1999, equivalían a $41’437.260


� Folio 21, cuaderno principal.


� Folio 23, cuaderno principal.


� Folio 38, cuaderno principal.


� Folio 39, cuaderno principal.


� Folios 99-124, cuaderno principal.


� Folio 136, cuaderno principal.


� Folios 171, cuaderno principal.


� Folios 101 y 102, cuaderno principal.


� Folio 114, cuaderno principal.


� Folio 112, cuaderno principal.


� Se reiteran los planteamientos expuestos en sentencia proferida el 19 de abril de 2012 por la Sección Tercera del Consejo de Estado. Expediente 190012331000199900815 01 (21515)


Actor: María Hermenza Tunubalá Aranda. 


Demandada: Nación- Ministerio De Defensa – Policía Nacional


Acción: Reparación directa.


� Lo antes dicho, no resulta un razonamiento novedoso, sino que, por el contrario, proviene de vieja data. En sentencia de 7 de abril de 1994, expediente 9261 ya la Sección había dicho:


“Así las cosas, la Sala concluye que no hay prueba que permita establecer quien disparó el arma que lesionó a la menor.  La confusión que se presentó en el enfrentamiento donde hubo fuego cruzado, no permite saber si fue la Policía o la guerrilla la que lesionó a la menor, sin que exista la posibilidad de practicar una prueba técnica sobre el proyectil por cuanto éste salió del cuerpo de la menor.  Pero lo que sí no ofrece ninguna duda es que la menor sufrió un daño antijurídico que no tenía por qué soportar, en un enfrentamiento entre fuerzas del orden y subversivos y si bien es cierto aquellas actuaron en cumplimiento de su deber legal, la menor debe ser resarcida de los perjuicios sufridos por esa carga excepcional que debió soportar; por consiguiente, la decisión correcta fue la tomada por el a - quo, en virtud de la cual accedió parcialmente a las súplicas de la demanda”.


En caso similar al hoy estudiado, en sentencia de 8 de agosto de 2002, con ponencia del Dr Ricardo Hoyos Duque se afirmó:


En síntesis, son imputables al Estado los daños sufridos por las víctimas cuando éstos excedan los sacrificios que se imponen a todos las personas y en su causación interviene una actividad estatal.


En este régimen el hecho del tercero exonerará de responsabilidad a la administración sólo cuando sea causa exclusiva del daño, es decir, cuando éste se produzca sin ninguna relación con la actividad administrativa. Pero no la exonerará cuando el daño se cause en razón de la defensa del Estado ante el hecho del tercero, porque si bien esa defensa es legítima, el daño sufrido por las víctimas ajenas a esa confrontación es antijurídico, en cuanto éstas no tenían el deber jurídico de soportar cargas superiores a las que se imponen a todos los demás asociados. 


Y todo esto sin importar quién sea el autor material del daño que se cause durante la confrontación, es decir, si durante un enfrentamiento armado entre agentes estatales y un grupo al margen de la ley, por ejemplo, se causa una lesión a un particular ajeno a esa confrontación, para efectos de establecer la responsabilidad del Estado no es necesario que la lesión haya sido causada por uno de sus agentes. (Negrillas fuera de texto).


� Folio 65, cuaderno principal.


� Parentesco debidamente probado con los registros civiles de nacimiento fisibles a folios 21-23, cuaderno principal.


� Parentesco debidamente probado con los registros civiles de nacimiento fisibles a folios 38-39, cuaderno principal.


� Consejo de Estado. Sentencias de Sala Plena de la Sección Tercera de 14 de septiembre de 2011. C.P. Dr. Enrique Gil Botero. Expediente: 19.031. Actor: Antonio José Vigoya Giraldo y otros. Demandado: Nación – Ministerio de Defensa - Ejército Nacional. – expediente No: 38.222. Actor: José Darío Mejía Herrera y otros. Demandado: Nación – Ministerio de Defensa – Ejército Nacional.


� “Se está en presencia de un nuevo sistema clasificatorio del daño que acepta la existencia de tres modalidades del mismo: los patrimoniales, los morales y el biológico. Diferenciándose el biológico en cuanto al moral en la medida en que el primero es la lesión en sí misma considerada, y otra diferente, son los sufrimientos, el dolor y los afectos que de dicha lesión se pueden derivar, lo que constituiría el efecto o daño moral; sin embargo, ambos hacen parte del daño no patrimonial, esto es, no susceptible de contenido económico.” Gil Botero, Enrique “daño corporal – daño biológico – daño a la vida de relación”, pág. 10. 


� Información que se extrae de la copia de las historias clínicas de cada uno de los menores que obran en el expediente.





